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RESUMEN 
El presente trabajo tiene como objetivo determinar de qué manera el principio de lesividad 
influye para determinar la pena legal, en el Distrito Fiscal de Lima Norte, 2018, siendo que 
tal facultad se le ha otorgado exclusivamente al juez; sin embargo, esta tarea también 
corresponde a todos los operadores jurídicos que participan dentro de un proceso penal, a 
efectos que el juez no cometa dentro de sus atribuciones conductas arbitrarias que acaecerán 
en la libertad del ciudadano denunciado, apartándose de los rangos legales que establece 
cada tipo penal contenido en la parte especial del Código Penal, teniendo necesariamente 
que fundamentar sus decisiones con otros mecanismos para obtener una pena adecuada. 
La investigación en referencia es de tipo básica, esto es, que uno de los objetivos 
metodológicos del presente trabajo es la obtención de conocimientos mediante el entender 
de otros conceptos que se desarrollaron a lo largo de la investigación, con lo que se tendría 
el dominio de conceptos reales para determinar un saber científico. 
Siendo así, se tomó en consideración a expertos en materia penal, siendo estos: Abogados 
litigantes, Fiscales Superiores, Fiscales Provinciales y Jueces de Investigación Preparatoria, 
quienes absolvieron las preguntas de las guías de entrevista, la cual acompañada de la guía 
de análisis documental coadyuvaron a la recolección de datos. Teniéndose como resultado, 
que efectivamente el Principio de Lesividad influye para determinar la pena legal, empero, 
esta no viene a ser suficiente para la imposición de la sanción penal, por cuanto su 
motivación debe encontrarse acompañada de la aplicación del sistema de tercios y la 
concurrencia de circunstancias privilegiadas o cualificadas. 
En ese sentido, se busca llegar a una actuación judicial y fiscal más próxima a lo establecido 
en las sanciones que regulan los tipos penales, a lo que coadyuvará la intervención de los 
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ABSTRACT 
The objective of this paper is to determine how the principle of lesivity influences the 
determination of the legal penalty in the Fiscal District of Lima Norte, 2018, since such 
discretionary power has been granted exclusively to the judge; However, this task also 
corresponds to all legal operators who participate in a criminal process, so that the judge 
does not commit arbitrary conduct within the framework of his attributions that will occur 
in the freedom of the denounced citizen, deviating from the legal ranks established by each 
criminal type contained in the special part of the Criminal Code, necessarily having to base 
his decisions with other mechanisms to obtain an adequate penalty. 
The investigation in reference is of basic type, that is to say, that one of the methodological 
objectives of the present work is the obtaining of knowledge by means of the understanding 
of other concepts that were developed throughout the investigation, with what would have 
the dominion of real concepts to determine a scientific knowledge. 
This being so, experts in the application of criminal matters were taken into consideration as 
participants: Litigating lawyers in Criminal Law, Superior Criminal Prosecutors, Provincial 
Prosecutors and Preparatory Investigation Judges, who absolved the questions contained in 
the interview guides, which accompanied by the guide of documentary analysis contributed 
to the collection of data. As a consequence, the result was that the Lesivity Principle 
effectively influences the determination of the legal penalty; however, this is not sufficient 
for the imposition of the criminal sanction, since its motivation must be accompanied by the 
application of the third party system and the concurrence of privileged circumstances or 
qualified circumstances. 
In this sense, the aim is to arrive at a judicial and fiscal action that is closer to that established 
in the legal consequences that regulate criminal types, which will be aided by the 
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Aproximación temática, el presente trabajo tiene como propósito materializar la realidad que 
acontece en la aplicación de las normas jurídicas sustantivas, en específico las contempladas 
en la parte general del Código Penal respecto a la determinación de la pena cuando su 
aplicación colisiona con criterios subjetivos y distorsiona criterios objetivos, utilizándose 
para ello interpretaciones de las normas – principios que son recogidas en el Título 
Preliminar del referido cuerpo normativo. 
Asimismo, habiendo tratado con la problemática en el ejercicio de las funciones en el 
Ministerio Público de Lima Norte, fue que se detectó el problema que denotó interés, al 
notarse que muchos de los funcionarios públicos se preocupan con mayor énfasis el poder 
determinar la existencia de una causa probable y que el evento delictivo pueda ser atribuido 
al imputado, habiendo tenido la mayor parte de su atención en esos requisitos de 
procedibilidad, ignorando o prestando poca atención a las consecuencias jurídicas que la 
misma ley penal ofrece, utilizando fundamentos banales que desde una perspectiva objetiva 
del derecho penal, no resultarían correctas. 
Como estudiante de Derecho, se espera que los aportes jurídicos que puedan extraerse del 
presente trabajo, sean de incentivo a los demás estudiantes que sucedan al estudio de esta 
ciencia social, motivándose a poder cuestionar los errores en las que incurren comúnmente 
los operadores jurídicos pertenecientes al sistema de justicia en el Perú; en lo que respecta 
al tema de investigación, perpetuándose desde el momento que el representante del 
Ministerio Público solicita una pena concreta, siguiendo con la imposición de la pena por 
parte del Juez Penal y la ignorancia del abogado defensor. 
Finalmente, también es uno de los propósitos de la investigación, ahondar en los 
fundamentos del Derecho Penal, llegar a conocer cuál es la condición en las que se encuentra 
el ordenamiento jurídico y así poder tener la vista panorámica de cómo es que el 
funcionamiento de este sistema se ha venido corrompiendo respecto a sus fuentes a lo largo 





Como primer acápite del trabajo de investigación, se tocará la realidad problemática, o 
también conocida como: 
A fin de ahondar en la investigación, se debe tener presente los trabajos previos. Antecede 
al presente trabajo de investigación, corresponde el acopio de los trabajos realizados tanto a 
nivel nacional como internacional respecto a los criterios adoptados por el Poder Judicial y 
la dogmática para una correcta aplicación sobre los artículo 45º y 45-Aº del Código Penal, 
las cuales regulan sustantivamente la determinación de la pena a base de un sistema de 
tercios, aparte de ello, se suman los criterios que los operadores jurídicos han tomado para 
interpretar los principios del Derecho Penal, que se encuentran estipulados en el Título 
Preliminar del Código Penal; siendo ello así, las investigaciones ya realizadas apuntan a 
criterios que no se encuentran uniformes dentro del ordenamiento jurídico, respecto a cómo 
valorar objetivamente la sanción que el sujeto activo merece por el delito cometido. 
En lo que respecta a los antecedentes a nivel internacional. - Según Guerra, R. (2016). Es 
una labor diaria de los jueces fundamentar de forma detalladas sus razones para imponer 
penas privativas de libertad a los imputados; sin embargo, ello no se daría en los parámetros 
del mal causado por el delito para poder determinar la pena exacta al caso en concreto (p. 
02). Este es un artículo de revista realizado por la Universidad de los Andes en Chile. 
Llegando a la siguiente conclusión: Conforme al análisis del referido autor, señala que deben 
establecerse criterios fundamentados para la imposición de la pena, no yendo de manera 
ínfima o que supere a los rangos de espacio punible, presuponiendo para ello el uso máximo 
de sus facultades del juez acuerdo a la norma lo permite. 
De igual manera, Elhart, R. (2012) indica en su tesis de enfoque cualitativo que en el 
ordenamiento jurídico argentino, el juez o el tribunal tiene la decisión de determinar la pena; 
sin embargo, ello solo se va a dar en la medida que haya justificado las circunstancias de la 
materialización del hecho punible, la autoría del imputado así como su culpabilidad, 
entendiéndose a groso modo que corresponde una facultad absoluta y sin reglas, empero 
existe la revisión de una instancia superior que tiene la labor de supervisar la labor del juez 
o tribunal (p. 206-2017). Siendo la referencia una tesis para obtener el grado de Doctor en la 
Universidad Nacional de la Plata, que a su vez tiene como conclusiones: A) Logra determinar 
la finalidad que tuvo el legislador para regular las penas dentro del Código Penal Argentino, 
la cual corresponde a un acto preventivo negativo, dado que al sancionar a ciertos sujetos 
que no cumplen un rol normativamente aceptado dentro de la sociedad, otros ciudadanos 
rechazarán tal conducta y omitirán efectuarla, siendo para ello importante la labor judicial al 
imponer las penas en estudios de cada caso en concreto. B) Asimismo, llega a la conclusión 
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que los marcos mínimos y máximos de la pena, forma parte de la misma facultad del juez 
para determinar la sanción punitiva, no debiendo situarse en una pena menor o mayor de los 
límites que ofrece la ley penal, siempre teniendo en consideración las circunstancias en las 
que ocurrió el evento delictivo para poder conocer el grado de perjuicio que dio su 
consumación y conocer la existencia de atenuantes para situar la pena de forma proporcional.  
Así también se tiene la tesis para la obtención del grado de Doctor donde Ríos, J. (2013), 
realiza investigaciones de criterios legales en España para la individualización judicial de la 
pena, tomando como referencia cual es la política criminal de España y cuál es la doctrina 
aplicable para la pena, realizando comparaciones con el ordenamiento jurídico chileno, 
llegando a las siguientes conclusiones: A) Indica que el modelo chileno y español son de 
determinación relativa, toda vez que para la individualizar de la pena primero toman los 
marcos legales genéricos de cada delito para luego valorar el conjunto de circunstancias y 
de la forma de intervención, teniendo como consecuencia un fallo discrecional otorgado al 
juez; sin embargo, se hace la diferencia que en España la pena no puede exceder los marcos 
legales, hecho que sí sucede en Chile por cuanto cuentan la pena es dividida en grados y 
usan escalas graduales. (P. 665) 
Aunado a ello, se tiene la revista elaborada por Thammabosadee, Sotarat, Kiattisin, Darakorn 
y Watanapa (2017), titulada “Sentence identification system base don criminal law ontoloy”, 
la cual es desarrollada en circunstancias diferentes a la realidad jurídica latinoamericana, 
toda vez que sus operadores jurídicos laboran con el sistema anglosajón o también conocido 
como sistema common law donde priorizan el uso de la jurisprudencia y de la imposición de 
penas a base de criterios subjetivos de un jurado y por supuesto de un tercero conocido como 
juez quien dará validez a la decisión; siendo así, en observancia la distinción de métodos 
para interponer la pena, la referida revista llega a la conclusión que es importante la 
aplicación ontológica del derecho, tanto en la parte teórica como en la parte práctica, 
obteniendo resultados de satisfacción por los usuarios y personas que no ejercen la carrera 
de derecho respecto a las sentencias emitidos por sus órganos encargados de ejercer la 
justicia, siendo sus resultados expresados en porcentajes total de 89% y 84%. (p. 391). A 
modo de comentario, queda demostrada la diferente aplicación legal en cuanto a la 
conclusión de los casos 
Finalmente, se hace mención la tesis cuantitativa realizada por Garzón, E. (2014), quien 
realiza una investigación respecto a la determinación de la pena en los procesos abreviados 
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en Ecuador, cuestionando cuales son los criterios que utiliza el fiscal para poder solicitar al 
juez la pena en los casos que son llevados a cabo mediante el procedimientos abreviado (P. 
84); siendo así se concluyó que: A) Los fiscales deben integrar al análisis del caso, la 
valoración de los principios de lesividad, culpabilidad, proporcionalidad, inocencia, mínima 
intervención penal; para mediar la pena. 
En lo que fuere a los antecedentes a nivel nacional. Como primer antecedente obra la tesis 
realizada por Llamacuri, M. (2017), quien realizó estudios de la determinación de la pena a 
raíz de la incorporación del Artículo 45-A en el Código Penal, en la cual concluye que: A) 
Los operadores jurídicos, tanto fiscales como jueces aplican inadecuadamente el sistema de 
tercios en sus dictámenes acusatorios y las resoluciones judiciales, pese a que el artículo 45-
A, se encuentra vigente tal como lo estipula la Ley Nº 30076. B) Asimismo, es importante 
señalar que los mismos operadores jurídicos desconocen la aplicación del sistema de tercios 
para poder determinar la pena, lo cual genera la incursión en error vulnerando de ese modo 
los derechos del imputado a tener una pena justa. 
Se tiene también la investigación seguida por Castañeda, M. (2016), la cual se enfoca en la 
aplicación del principio de seguridad jurídica para determinar la pena, señalándose que es 
facultad del juez valorar las circunstancias atenuantes del caso en concreto y el no establecer  
límites mínimos pueden conllevar a la vulneración del principio de seguridad jurídica, siendo 
que las normas contenidas en el artículo 45º son supuestos subjetivos y extrínsecos al evento 
criminoso que se juzga (P. 95), en la investigación se tiene las siguientes conclusiones: A) 
Existe en el ordenamiento jurídico peruano la vulneración al principio de seguridad jurídica, 
en específico por la no regulación de los límites mínimos de la concurrencia de situaciones 
atenuantes de la pena, produciendo la vulneración de la garantía que ofrece la “ley cierta”, 
dejando con ello la libertad del juez para poder determinar la pena en ese extremo. B) El 
error se constituye a través de la falta de circunstancias tipificadas para la concurrencia de 
atenuantes privilegiadas, pese a que gran sector de la doctrina denomina que tal acto resulta 
importante para poder determinar la pena concreta de cada caso en particular. 
Por otro lado, se tiene como artículo de revista, la elaborada por el Dr. Villavicencio, F. 
(S.F), la cual es titulada como “Limites a la función punitiva estatal”, donde da a conocer 
los principios que se encuentran acogidos por el ordenamiento jurídico peruano para un 
regular funcionamiento del Derecho Penal, en respuesta a la función ejercida por el Estado 
con el cual podrá sancionar a los ciudadanos cuya conducta no esté acorde a una convivencia 
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pacífica social, siempre en aras de respetar la ausencia de abuso de autoridad que puede ser 
ejercido por los funcionarios que representen al Estado y por lo cual ejercen en praxis el Ius 
Puniendi; en ese extremo habla sobre como el principio de lesividad es determinante para 
poder determinar la pena legal en los casos que ya se haya corroborado la existencia de 
vulneración a un bien jurídico protegido o a su puesta en peligro, siendo un requisito esencial 
y real para poder imponer una sanción. (P. 97) 
García, J. (2017) en su tesis denominada “La determinación judicial de la pena en el proceso 
penal peruano; a propósito de la inoperatividad funcional del esquema de determinación de 
la pena establecida en el Código Penal de 1991”, concluye que existe la afectación a un 
debido proceso, dado que las resoluciones judiciales condenatorias carecen de motivación: 
A) En los casos de delitos de dominio del hecho, como los delitos de robo agravado, 
violación sexual de menor de edad y asesinato, se puede inferir que hubo errores de carácter 
procesal por parte de los magistrados, toda vez que realizan una errónea interpretación del 
artículo 45° y 46° del Código penal, incluso inobservando las etapas de graduación de la 
pena (sistema de tercios), así como el desvalor que le dan a las circunstancias sociales  y 
personales del imputado, no teniendo dentro de sus fundamentos de la sentencia 
condenatoria tales criterios que sí deberían ser recogidos a modo de motivación. B) También 
concluye que, dentro de su formulario de preguntas, es criterio de los especialistas del tema 
es mejor obtener una pena justa más allá de una pena adecuada (P. 491). 
Finalmente, es de revisión la tesis elaborada por Diaz, K. (2018), en la cual enfoca como es 
que la falta de regulación taxativa de circunstancias atenuantes de reducción de la pena por 
el mínimo legal, pueda ser erróneamente aplicado por los operadores jurídicos al momento 
de determinar la pena; es así que, luego del trabajo de investigación, concluye que: A) Dentro 
del ordenamiento jurídico penal peruano, no se encuentran previstas atenuantes privilegiadas 
que permitan a los jueces imponer penas privativas de libertad bajo tales criterios. B) Si bien 
es cierto, la tentativa tomaría un papel de atenuante privilegiada por cuanto el Código Penal 
prevé que, en tal circunstancia del evento criminógeno, la pena será reducida 
prudencialmente; sin embargo, no se distingue de una disminución de punibilidad, aunque 
tenga los mismos efectos. A) En el artículo 45-A se hace referencia a las circunstancias 
atenuantes privilegiadas, pese a que estas no se encuentran expresamente reguladas a lo largo 
de la parte general del Código Penal, por lo cual en la práctica no debería tener operatividad, 
por el contrario, traería consigo numerosas arbitrariedades judiciales para determina la pena. 
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A razón de entrar en familiaridad con los términos e instituciones jurídicas a tratar dentro 
del proyecto, se debe hacer hincapié a lo referido al marco teórico o también conocido como 
teorías relacionadas al tema. 
El Principio de Lesividad. - El Código Penal del año 1991, acepta en su artículo IV del Título 
Preliminar la regulación del “principio de lesividad” dentro del ordenamiento jurídico 
peruano, la cual señala taxativamente que: “La pena, necesariamente, precisa de la lesión o 
puesta en peligro de bienes jurídicos tutelados por la ley” 
A grandes rasgos, el principio de lesividad consiste en la relación que existe entre la lesión 
del bien jurídico protegido o la puesta en peligro de los mismos, para la obtención de una 
consecuencia jurídica que se llamará pena, en otras palabras, la consumación o la tentativa 
de conductas reprochadas socialmente que afecten los derechos de particular tendrán 
merecidamente una sanción de naturaleza penal. 
Roxin, C. (1997), en su libro de Derecho Penal / Parte General expone ejemplos como la 
unión homosexual dentro de la sociedad para dar a entender la importancia que tiene la 
protección de los bienes jurídicos frente al Derecho Penal, y la incidencia que tiene para 
valorar su afectación, siendo que meras inmoralidades como el ejemplo expuesto resultarían 
insuficientes e innecesarios para el sistema de justicia social (P. 57) 
El ordenamiento jurídico peruano acoge aquella teoría que impuso Roxin en Alemania, la 
cual es conocida como la teoría finalista, esta teoría vendría a tener una estrecha relación 
con el Principio de Lesividad proscrita en el artículo IV del Código Penal vigente, dado que 
el sistema judicial debería imponer sus sanciones al valorar la afectación del bien jurídico 
protegido, resultando ello el fundamento principal en toda decisión judicial para imponer la 
pena. 
García Pablos de Molina A. (2000) define al principio de lesividad o principio de 
subsidiariedad como:  
 
El Derecho Penal es un Estado Social y Democrático de Derecho (…) no puede castigar cualquier 
conducta, activa u omisiva, sino solo aquella, socialmente nociva, que lesione o ponga en peligro 
las condiciones elementales de la vida en común de los ciudadanos; esto es, que lesione o ponga 
en peligro bienes jurídicos” (P. 365). 
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Al ahondar el tema del principio de lesividad, necesariamente se debe hacer mención del 
Bien Jurídico Protegido, este ya ha sido definido no solo como un derecho que goza cada 
ciudadano, sino, que es una condición elemental de la vida social en común la misma que 
tiene que ser relevante para el sistema social y/o para el Derecho Penal para garantizar su 
óptima protección. 
La lesión de un bien jurídico protegido. Cabe señalar que la lesión como tal viene a ser un 
extremo que regula el artículo IV del Título Preliminar del Código Penal, entendido como 
un alcance que debe tomarse en cuenta para la interpretación del principio de lesividad, toda 
vez que ello vendría a ser una de las causas que traerá como consecuencia la imposición de 
una pena conminada, tras la existencia de una conducta ejercida por el sujeto activo en 
perjuicio de la persona denominada sujeto pasivo. 
Prado, V. (2018) La lesión dentro del ordenamiento jurídico peruano, debe ser entendida 
como aquel perjuicio realizado en agravio de un particular o un colectivo, pues tal acción ha 
resultado nociva para la paz social, motivo por el cual el Estado en ejercicio de su poder 
conferido como Ius Puniendi o control social debe accionar de oficio para seguir 
manteniendo la paz social en justicia o las mismas condiciones elementales de la vida que 
hace cotidiana la convivencia de los ciudadanos, pues tal atribución solo le corresponde al 
Estado y no a un particular, voluntad publica que se ve representada mediante los 
funcionarios públicos que en el ejercicio de sus atribuciones podrán realizar operaciones 
legales con la finalidad de obtener resultados más allegados al concepto de justicia, 
cumpliendo dentro de la sociedad con un rol preventivo, dando un aviso social que este tipo 
de actuaciones no pueden ser aceptadas ni inmiscuidas dentro de las acciones cotidianas de 
la sociedad, siendo que moralmente no pueden ser aceptadas, y su rol sancionador en el 
extremo que concretamente se impone el recorte de un derecho a la persona que no cumplió 
con las reglas sociales emanadas por la misma voluntad de la Sociedad y acogidas por el 
sistema jurídico. 
En ese sentido, la lesión de los bienes jurídicos puede ser extraídos del mismo catálogo de 
delitos contemplados en la parte especial del Código Penal, reconociendo a priori que tipo 
de derecho (bien jurídico) el tipo penal intenta proteger, como lo viene a ser la vida, el 
cuerpo, la salud, el patrimonio, la familia, la confianza, entre otros, delitos. Asimismo, la 
lesión de un bien jurídico es adherido o debería serlo cuando los operadores jurídicos dan 
respuesta a lo conocido como la consumación de los delitos o aquellas conductas cuya 
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investigación ha dado como resultado que se encuentra frente a una acción típica, 
antijurídica, culpable. 
La puesta en peligro de bienes jurídicos protegidos. Como se detalla el Principio de 
Lesividad normativiza que las conductas humanas que ameritan penas, solo pueden yacer de 
la lesión de un bien jurídico protegido o de la puesta en peligro de tal, es así que se establece 
doctrinariamente que el legislador al regular el referido principio intenta hacer referencia a 
los delitos que llegaron a ser consumados así como los delito que se vieron en grado de 
tentativa, pues el agente tuvo la voluntad y la conciencia de realizar una conducta que sabe 
que es reprochable socialmente, sin embargo, pese a ello intentar ejecutarla, y es por una 
circunstancia ajena que no logra a consumarse. 
Sin embargo, se extrae de la parte especial del Código Penal, la existencia de delitos de 
peligro abstracto como los son: Conducción de vehículo automotores en estado de ebriedad, 
la tenencia ilegal de armas, la promoción y favorecimiento al tráfico ilícito de drogas, entre 
otros delitos, los cuales tienen como peculiaridad que no trasgreden de forma inmediata o 
directa bienes jurídicos que se encuentran tutelados por la Constitución o normas específicas; 
sin embargo, su peligrosidad de es tal que puede poner en peligro tales bienes jurídicos y es 
por ese mismo hecho que deben ser sancionados penalmente. 
En ese sentido, tal pilar del principio de lesividad puede ser concebido dentro del 
ordenamiento legal de diferentes formas pues para un sector como la perfección de la 
tentativa de delitos o para otra la regulación de delitos de peligros abstractos. 
Determinación de la pena legal. Celis, F. (2019) en el libro “La medida del dolor: 
Determinación e individualización de la pena” se acoge a lo establecido en el artículo 45º 
del Código Penal apoyando la teoría del respeto los límites legales y mínimos que ofrece la 
ley, respetando también los que para cada delito las penas son impuestas en un marco mínimo 
y máximo. (P.195) 
Según lo fundamentado por la ejecutoria suprema de fecha 01/08/2000, Exp. Nº 1721-2000-
Lima, se expone: 
La determinación de la pena no se agota en el principio de culpabilidad, sino que, además, la 
gravedad de la pena debe estar determinada por la trascendencia social de los hechos que 
con ella se reprimen, de ahí que resulte imprescindible la valoración de la nocividad social 
del ataque al bien jurídico; por lo tanto, para los efectos de la imposición de la pena al 
encausado, debe tenerse en cuenta lo establecido en los artículos cuarenta y cinco y cuarenta y 
seis del Código sustantivo. 
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Asimismo, Alvarado, J. (2019) en su libro “Vademécum Penal” apoya el criterio 
jurisprudencial emitido por el acuerdo plenario 01-2008, el cual define a la determinación 
de la pena como aquel procedimiento valorativo que se vale de técnicas relacionadas a 
adoptar una sanción de carácter penal (P. 231) 
García P. (2019) en su obra “Derecho Penal: Parte General” apoya que la pena responde a 
su naturaleza, siendo dos teorías las prevalecientes para poder conocer a cuál el 
ordenamiento jurídico peruano se inclina. La primera de ellas viene a ser la teoría absoluta 
de la pena, esta teoría según el autor, solo busca que la pena alcance fines de justicia, en tal 
caso si el autor de algún delito se encuentra arrepentido del hecho o quizás no tuvo la 
intención de causarlo, pues ello no debería tener relevancia para determinar la pena, dado 
que contravendría la objetividad del Derecho. La segunda teoría, es la teoría relativa de la 
pena, esta defiende la postura que la pena solo debería ser impuesta en los casos que sea 
necesariamente útil, en esa misma ideología, yace a la pena como una técnica de prevención, 
motivando a los miembros de la sociedad a que no cometan delitos. (P. 76-79) 
En otro extremo, Zaffaroni, E. (2019) mantiene un concepto diferente, indicando que la 
determinación de la pena no viene a ser más que una respuesta a los marcos legales que 
ofrecen los tipos penales y son esos límites los cuales el juez no puede sobrepasar, por otro 
lado, la individualización de la pena tiene un carácter discrecional otorgada al juez para que 
este pueda dictar una sanción exacta al caso en concreto. 
Sistema de tercios. Del sistema de tercios se puede afirmar que es una implementación que 
trae consigo la puesta en vigencia de la Ley Nº 30076, la misma que establece que para la 
determinación de la pena legal, los operadores jurídicos deben segmentar los límites legales 
de la pena en tres partes de acuerdo a circunstancias atenuantes privilegiadas y/o agravantes 
cualificadas que puedan encontrarse en el caso materia de proceso. 
Ore. E. (2015) señala que si bien es cierto existían normas sustantivas para poder determinar 
la pena, pues resulta correcto la incorporación del artículo 45-Aº que ofrece la Ley Nº 30076, 
toda vez que ofrece un procedimiento técnico para que los jueces puedan obrar con 
objetividad al momento de sancionar las conductas delictivas de su conocimiento (P.02). 
Como bien se ha señalado el artículo 45-A se encuentra regulado el sistema de tercios para 
la determinación de la pena. Para Percy García (2019) si bien el artículo 45-A ilustra las 
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técnicas para imponer una pena en concreta, esta responde al principio de culpabilidad, la 
cual no se encuentra necesariamente relacionada con la pena sino con la responsabilidad del 
autor del delito, en ese sentido, por lo tanto, no basta con realizar esa simple operación, sino, 
hacer una valoración de las circunstancias que acaecieron cuando se cometió el evento 
delictivo. 
Circunstancias privilegiadas. Para la punibilidad, el Estado ha previsto necesario establecer 
de forma positiva ciertas circunstancias que pueden disminuir o en cierto grado aumentar los 
límites legales que los tipos penales ofrecen en cuanto a la consecuencia jurídica, las mismas 
pueden ser encontradas en diferentes acápites del Código Penal, como lo viene a ser el art. 
16º, 21º, 22º, 25º, 48º, 49º, 50º y 51º. 
Prado, V. (2018) en su libro titulado “La Dosimetría del Castigo Penal: Modelos, Reglas y 
Procedimientos”, hace énfasis en que los artículos mencionados en el párrafo precedente no 
vienen a ser atenuantes ni agravantes, por el contrario, su único efecto es de disminuir o 
incrementar prudencialmente la pena. (P.244)  
Asimismo, identifica también dentro del Código Penal, que existen tipos penales 
incorporados que no necesariamente se encuentran en la parte general del compendio 
sustantivo, sino, se encuentran en la misma parte especial, un claro ejemplo de ello viene a 
ser las conductas tipificadas en el artículo 108-Aº y artículo 110º, toda vez que el primero de 
los descritos sería el delito de homicidio calificado, la misma que tiene como consecuencia 
jurídica pena más elevada que la tipificada en el artículo 106º que viene a ser el tipo base; 
por otro lado, se tiene que en el artículo 110º contiene el delito de infanticidio, el mismo 
tiene como pena cifras por debajo de los mínimos legales del artículo 106º, debiendo ser 
tratado ambos delitos como tipos penales con elementos accidentales. (P. 265) 
García, P. (2019) hace la diferencia al narrar como la tentativa tienen incidencia 
problemática al momento de tratar la pena, señalando que existe la teoría que solo podría ser 
punible porque corresponde a un delito y la posible agresión a bien o bienes jurídicos, 
también precisa que existe otro lado de la doctrina que señala que la tentativa no es un delito, 




Formulación del problema. Una vez obtenidos conceptos básicos que coadyuven con los 
fines de la presente investigación, corresponden formular el problema general y problemas 
específicos, a razón de ello, Hernández, Fernández y Baptista (2014) señala que el 
planteamiento del problema constituye la estructuración formal de una idea de investigación, 
con la cual el investigador debe estar familiarizado (P. 364). 
Problema general. ¿De qué manera el principio de lesividad influye para la determinación 
de la pena legal, en el distrito fiscal de Lima Norte, 2018? 
Problemas específicos. ¿De qué manera la lesión de un bien jurídico es importante para la 
determinación de la pena legal, en el distrito fiscal de Lima Norte, 2018? 
¿De qué manera la puesta en peligro de un bien jurídico influye para determinar la pena 
legal, en el distrito fiscal de Lima Norte, 2018? 
Corresponde en igual medida de importancia la justificación del estudio.  
Justificación teórica. El producto de investigación constituirá una importante base de 
conocimientos relacionados a la determinación de la pena, la cual resulta una tarea del día a 
día por parte de los fiscales al solicitarlo, de los abogados al cuestionarlo y de los jueces al 
momento de resolver, tomando para ello la interpretación sistemática del cuerpo normativo 
penal, que reúne principios y normas de la parte general del Código Penal. 
Justificación metodológica. El presente producto de investigación utiliza el enfoque 
cualitativo, el cual se basará en la recolección de datos como lo viene a ser la técnica de 
entrevista y análisis documental, donde se buscará poder corroborar los supuestos jurídicos 
planteados que yacen de la problemática propuesta dentro del jurídico peruano  
Justificación práctica. - Habiendo observado la problemática suscitada, en específico en el 
distrito fiscal de Lima Norte, donde se colige que aún existen dudas de la aplicación del 
sistema de tercios, herramienta que otorga el artículo 45-A del Código Penal para 
individualizar la pena según las circunstancias atenuantes y agravantes del caso, lo cual trae 
como consecuencia sentencias inmotivadas o con falta de fundamentos para allegar a una 
adecuada imposición de la pena, teniendo solo en consideración los principios de lesividad, 
culpabilidad y proporcionalidad, los mismos que de su  abierta interpretación trae a su vez 
como consecuencia imposiciones de pena por debajo de los límites legales que ofrece la 
parte especial del Código Penal. 
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Contribución.  La determinación de la pena resulta un tema de importancia porque influye 
en gran medida el proyecto de vida de las personas que pueden ser sometidas a una sanción 
penal, motivo por el que el presente trabajo de investigación al buscar una solución a la mala 
praxis de determinación de la pena, recaería en fundamentos válidos para poder discutir si la 
pena a imponer responde a los parámetros legales o no. 
Relevancia. El trabajo de investigación es relevante porque puede llegar a notarse la falta de 
uniformidad de criterios para la determinación de la pena, encontrando sus bases en la misma 
explicación del Derecho Penal bajo sus teorías tanto funcionalista como finalista. 
Se ha planteado como objetivos del trabajo lo siguiente: 
Objetivo general. Establecer de qué manera el principio de lesividad influye para la 
determinación de la pena legal, en el distrito fiscal de Lima Norte, 2018. 
Objetivos específicos. Identificar de qué manera la lesión de un bien jurídico es importante 
para la determinación de la pena legal, en el distrito fiscal de Lima Norte, 2018. 
Determinar de qué manera la puesta en peligro de un bien jurídico influye para la 
determinación de la pena legal, en el distrito fiscal de Lima Norte, 2018. 
Supuestos jurídicos. En respuesta de los objetivos trazados por el investigador, se tiene los 
supuestos jurídicos, las cuales son exigidas para una investigación con enfoque cualitativo, 
las mismas que deben estar nombradas a futuro, toda vez que a lo largo de la investigación 
estas podrán ser corroboradas o rechazadas con los resultados. 
Supuesto general. El principio de lesividad influenciaría en gran medida para determinar la 
pena, empero, ello no resultaría suficiente, por cuanto se necesita valorar otras normas 
sustantivas para obtener resoluciones judiciales debidamente motivadas dentro del rango 
legal de penas. 
Supuestos específicos. La existencia de la lesión a bien (es) jurídico (s) serviría a los 
operadores jurídicos para determinar la pena, de manera que se tendría a valorar que tan 
gravoso fue la conducta del sujeto activo. 
La puesta en peligro del bien jurídico influenciaría en la determinación de la pena, en la 
medida que este podría disminuir prudencialmente la pena. 
12 
II. MÉTODO 
Ahora bien, habiendo entendido que el enfoque cualitativo corresponde a los temas de 
investigación que están situadas a un contexto real, cabe precisar que la imposición de penas 
privativas de libertad o de alguna otra sanción prevista en el cuerpo normativo penal, deviene 
en una situación apegada a una realidad socio – jurídica, toda vez que la imposición de penas 
resulta de la aplicación de diferentes medios para que esta se encuentre adecuada al hecho 
denunciado, una vez que el evento delictivo ya se encuentre subsumido en un tipo penal 
específico. 
Siendo ello así, diferentes metodólogos como Hernández, Fernández y Baptista (2014, P. 
364), en aras de poder dogmatizar criterios de investigación, fue que previenen que para el 
caso expuesto en el párrafo precedente, corresponde como método el enfoque cualitativo, 
para lo cual los supuestos jurídicos propuestos fueron sustentados y/o se encontraron 
estructurados por la opinión de los expertos mediante las entrevistas, que no viene a ser más 
que la obtención de sus propias experiencias cuando estos se encontraron cara a cara con la 
problemática investigada; además, se tiene también que en el ámbito legal, existen 
documentos con calidad de obligatoriedad de cumplimiento como los son las ejecutorias 
supremas o jurisprudencia que impone criterios de valor jurídico, los cuales merecieron ser 
analizadas entre otros documentos que alimentan el conocimiento jurídico como lo es la 
doctrina. 
Respecto al tipo de investigación se puede afirmar que el presente trabajo responde a una 
investigación de tipo básica, dado que tiene como objetivo metodológico obtener nuevos 
conocimientos que pueden ser extraídos de diversas fuentes de información, siempre y 
cuando se encuentre vinculado a los objetivos generales y específicos detallados en el 
Capítulo I. En la presente situación, es viable el tipo de investigación básica, debido a que 
el problema devino en un fenómeno extraído de la realidad, siendo que los operadores 
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2.1. Tipo y diseño de la investigación. - En el ámbito metodológico, determinar cuál viene 
a ser el diseño de la investigación debe estar estrictamente relacionado al enfoque de 
investigación; en el presente caso, se eligió el enfoque cualitativo, toda vez el tema 
investigado yace de una realidad que puede ser pasible a vista de los operadores jurídicos 
que repercute en los derechos de los ciudadanos que han sido sometidos a un proceso penal 
como parte denunciada. 
jurídicos determinan la pena a base de sus conocimientos que fueron obtenidos a su vez de 
fuentes de información. 
 Asimismo, se eligió para este trabajo de investigación, que debe ser llevado a un nivel 
descriptivo y hermenéutico, toda vez que ello fue los más adecuados para llevar a cabo la 
investigación de enfoque cualitativo. 
Viene a ser de nivel descriptivo, toda vez que el investigador detalló circunstancias, 
características, conceptos, realidades, propiedades, entre otras situaciones que se presenten 
alrededor del fenómeno, a efectos que se pudo dar respuesta al porqué de tal resultado 
problemático.  
La mala determinación de la pena, a base del principio de lesividad, ha sido descrita entre 
todas sus características para así poder conocer cómo es que se lleva a cabo la operación 
jurídica que repercute en la libertad y goce de otros derechos de las personas sancionadas. 
En otro extremo, se tuvo también la elección del nivel de investigación correlacional, la cual 
vino a ser descrita a efectos de conocer cual viene a ser el grado de conexidad entre las 
categorías propuestas en el tema.  
Como fundamento del nivel de investigación correlacional, tal nivel respondió al presente 
trabajo, debido a que se conoció como es que el principio de lesividad puede ser un criterio 
valido para poder determinar la pena legal dentro de los procesos actuales en estado de 
sentencia. 
Una vez de haber determinado que el enfoque cualitativo resultó ser el más idóneo para el 
desarrollo y proyecto de la tesis, luego correspondió conocer cuál fue el diseño que aborde 
y pueda ser útil para dar respuesta a los objetivos, siendo que la problemática estudiada yace 
de un contexto situado en la realidad. 
De acuerdo a la metodología de la investigación, resultó como opción viable acogerse al 
diseño de Teoría Fundamentada, la cual consistió en conocer cuáles son las teorías 
planteadas previamente al suceso denominado fenómeno, siempre y cuando no se encuentren 
muy alejadas en tiempo ni espacio, prevaleciendo que la opinión de los autores de las teorías 
deben contribuir en gran medida la fundamentación de los supuestos jurídicos planteados las 
cuales se volvieron conclusiones en el trabajo al haberse ejecutado de forma correcta.  
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El tema desarrollado resultó de una problemática real y específica, como viene a ser la 
determinación de la pena legal según criterios adoptados de los “principios del Derecho 
Penal” o las mismas bases sustantivas que otorga el Código Penal, motivo por el cual resultó 
indispensable conocer las teorías que existen de acuerdo a la determinación de la pena legal 
y principio de lesividad y otras que coadyuvaron y fundamentaron los fines del trabajo. 
2.2. Escenario de Estudio. - Viene a ser el lugar donde se recogió los datos que coadyuvaron 
con los fines de la investigación, por ejemplo, donde se encontraron los expertos o personas 
que vieron día a día el fenómeno. 
Como se ha detallado en el título de la investigación, ello se llevó a cabo en el distrito fiscal 
de Lima Norte, lugar donde se detectó el problema y a su vez fue el epicentro de recolección 
de datos entre personas especialistas en el tema como vienen a ser los Fiscales Penales, 
Jueces y Abogados. 
2.3. Participantes. - La Población del trabajo de investigación ya detallado, se vio 
conformado por los Fiscales Penales, a sabiendas que en la actualidad existen treinta y seis 
(36) fiscales provinciales especialistas en la rama penal; asimismo, el distrito fiscal de Lima 
Norte cuenta por despacho fiscal con dos fiscales adjuntos, teniendo así setenta y dos (72) 
fiscales adjuntos provinciales penales, haciendo la sumatoria total de ciento ocho (108) 
fiscales especialistas en derecho penal dentro del distrito fiscal de Lima Norte, así como 
ocho (08) fiscales superiores. 
En relación a la muestra, esta resulta ser un porcentaje disminuido de la población, esto es, 
el trabajo recogió la opinión de seis (06) fiscales especialistas en derecho penal, quienes con 
sus conocimientos dieron su opinión crítica respecto al fenómeno propuesto.  
Por otro lado, a efectos de obtener opiniones desde otros puntos de vista, también se optó 
por solicitar opiniones de expertos como son los abogados litigantes y jueces, cuya labor es 
ejercida en la urbe del distrito judicial de Lima Norte. 
2.4. Técnicas e Instrumentos de recolección de datos. - Como bien precisa Hernández, 
Fernández y Baptista, (2014) la recolección de datos varía su concepto según sea el enfoque 
de investigación que se llevará a cabo, un claro ejemplo viene a ser que en las tesis de 
enfoque cuantitativa se busca la medición de las variables, en cambio, en un trabajo de 
investigación de enfoque cualitativo corresponde la recolección de información suficiente 
para poder analizar y comprender el fenómeno, dando respuesta a las interrogantes que se 
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plantearon como problema general y problema específico así como la obtención de nuevos 
conocimientos. (P. 408-409)  
Una de los métodos en el enfoque cualitativo para poder recolectar datos o información, es 
la guía de entrevista, la cual consistió en poder obtener información mediante preguntas que 
tengan relación con los objetivos planteados dentro de la investigación, la misma debe estar 
debidamente validada por especialistas para su ejecución. 
Además, se tiene como principal instrumento de recolección de datos a la entrevista, la cual 
puede ser definida como aquella acción dirigida al especialista para que este pueda dar 
información acorde a su experiencia y conocimientos. La entrevista solo puede realizarse 
cuando la investigación tiene el enfoque cualitativo, toda vez que las preguntas que el 
especialista responderá son abiertas, pudiendo compartir emociones dentro de sus 
respuestas, empero, no podría darse tal instrumento en una investigación de enfoque 
cuantitativo porque resultarían los resultados con calidad subjetiva, no acorde con los fines 
del referido enfoque. 
Por otro lado, se tiene el análisis documental, siendo este un instrumento de recolección de 
datos, cuya fuente se encuentra en materiales escritos como lo vienen a ser libros, revistas u 
otros documentos.  
En el presente trabajo, respecto al instrumento conocido como análisis documental, se tuvo 
presente que la investigación se desarrolló en un ámbito jurídico, por lo cual resulta oportuno 
el análisis de las normas imperativas contenidas en leyes, asimismo, el ordenamiento jurídico 
peruano también ofrece las resoluciones judiciales, plenos casatorios, acuerdos plenarios, 
como fuentes de derecho, documentos que pueden ser catalogados dentro del análisis 
documental; asimismo, se tiene como fuente de derecho a la doctrina, la cual viene a ser la 
opinión escrita de juristas sobre determinados temas. 
2.5. Procedimientos. - Aunado a ello, las técnicas e instrumentos a llevarse a cabo para la 
recolección de datos deben estar revestidas de requisitos esenciales, como lo viene a ser la 
confiabilidad y la validez documentaria. 
Respecto a la confiabilidad, se puede señalar que las conclusiones de los documentos a 
analizar o los especialistas que responderán a las interrogantes deben ofrecer resultados 
similares que tengan relación con el tema a tratar, en el presente caso al principio de lesividad 
como criterio para determinar la pena legal. 
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También se encuentra como aspecto esencial la validez, la cual debe ser entendido como la 
elección de los instrumentos deben estar acorde a los objetivos del tema a investigar, en el 
presente caso, la investigación tendrá validez si los instrumentos como los son la entrevista 
y el análisis documental son de utilidad para el enfoque cualitativo y fines. 
2.6. Métodos de análisis de datos. - Resulta pertinente la utilización del método analítico, 
toda vez que corresponde comprender de las entrevistas y del acervo documental como es 
que debe ser entendido el principio de lesividad y la determinación de la pena legal dentro 
del ordenamiento jurídico peruano. 
Aunado a ello, resulta imperioso utilizar el método de análisis descriptivo, debido a que 
mediante la información que se obtuvo de los instrumentos se podrá conocer si los supuestos 
jurídicos planteados al inicio del trabajo, son correctos o no. 
Unidad de Análisis. 
Categorización. Como se ha señalado anteriormente, es importante diferenciar el enfoque 
cualitativo del cuantitativo, siendo el primero de los nombrados adoptado al presente tema 
de investigación, corresponde saber cuáles fueron las categorías segmentadas para el 
desarrollo del producto. Siendo así el caso, las categorías y subcategorías son detalladas de 
la siguiente manera: 
El Principio de Lesividad y la Determinación de la Pena Legal 
Principio de Lesividad Lesión 
Puesta en peligro 




2.7. Aspectos éticos. – Respecto al punto en mención, debe entenderse que el trabajo de 
investigación respeto las disposiciones legales impuestas por el ordenamiento jurídico, así 
como las normas morales impuestas por la Sociedad. Respecto a las entrevistas, se debe 
precisar que se llevó a cabo con el debido respeto a los especialistas participantes; además 
se respetó las fuentes bibliográficas de las revistas y libros, cuyo derecho de autor avala. 
III. RESULTADOS 
Descripción de las guías de entrevista. 
Luego de haber recopilado las entrevistas a expertos en el tema a investigar, se tiene que en 
relación al objetivo general “Establecer de qué manera el principio de lesividad influye para 
la determinación de la pena legal, en el distrito fiscal de Lima Norte, 2018” se obtuvo las 
siguientes interrogantes: 
Con relación al objetivo general: 
1. ¿De qué manera el Principio de Lesividad influye para la determinación de la pena 
legal?; 2. A su parecer ¿Qué problemas se presentan en la aplicación del principio de 
lesividad al momento de determinar la pena legal?; 3. De acuerdo a su experiencia 
profesional ¿Cuáles son los alcances más relevantes del principio de lesividad? 
Espíritu y Ocaña (2019) en relación a las citadas preguntas sostienen que el principio de 
lesividad influye para determinar la pena en la medida que los operadores jurídicos conocen 
la conducta lesiva que protege la Constitución; además, indican que han encontrado 
problemas en cuanto su interpretación, ello tiene que ver con el hecho de que los operadores 
de justicia, no siempre realizan una aplicación idónea y conjunta con los demás factores para 
determinar la pena, puesto que en los antecedentes jurisprudenciales, se aprecian diversos 
procesos penales, en los cuales no se tomó en consideración que el Derecho penal solo debe 
intervenir en la vida de ciudadano en aquellos casos donde los ataques revisten gravedad 
para los bienes jurídicos de mayor trascendencia. Respecto a los alcances del principio de 
lesividad, han referido que, de acuerdo a su experiencia profesional, el principio de lesividad 
ayuda a los operadores jurídicos cuestionarse si la conducta empleada por el sujeto activo es 
lesiva o no, si la respuesta fuese afirmativa, pues acaecería la imposición de una pena. 
No obstante, Saavedra (2019) ha referido que no presenta inconvenientes en cuanto a la 
aplicación del principio de lesividad, dado que la normatividad sustantiva penal regula los 
extremos de la pena, para cada caso de afectación concreta o puesta en peligro de bienes 
jurídicos. Asimismo, ha indicado que los alcances del principio de lesividad vienen a ser su 
incidencia en la graduación de la pena. 
El principio de Lesividad influye para determinar la pena en medida que exista lesiones o 
puestas en peligro de bienes jurídicos tutelados por ley; asimismo, dentro del sistema legal 
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ha presentado problemas al momento que los operadores jurídicos estudian los casos en 
concreto no siendo siempre relevante para el Derecho Penal, en el extremo de imposición de 
penas, consiste en la falta de motivación judicial de poder sistematizar el principio de 
lesividad con el sistema de tercios; finalmente, los alcances más relevantes vendrían a ser 
que el artículo IV del T.P del C.P marca los únicos supuestos en que se amerita la imposición 
de penas. 
Del desarrollo de las entrevistas realizadas, también se han realizado interrogantes que 
guardan relación con el primer objetivo específico “Identificar de qué manera la lesión de 
un bien jurídico es importante para la determinación de la pena legal, en el distrito fiscal de 
Lima Norte, 2018”, de la misma se desprenden el siguiente pliego de preguntas: 
1. ¿De qué manera la lesión de un bien jurídico es importante para la determinación de 
la pena legal? 2. A su parecer ¿Qué otros mecanismos legales usted conoce que 
permitan determinar la pena legal? 3. De acuerdo a su experiencia profesional ¿Cómo 
el sistema de tercios resultaría un mecanismo más efectivo para la determinación de 
la pena legal? 
Romero y Espíritu (2019) en relación a las interrogantes del objetivo específico primero, han 
indicado que, es esencial la lesión de un  bien jurídico para la imposición de la pena, en la 
medida que el bien jurídico constituye un límite al poder punitivo del Estado, ya que desde 
una perspectiva general, el bien jurídico se instituye como fundamento destinado a tutelar 
los derechos individuales y colectivos requeridos para una convivencia pacífica, es decir, el 
bien jurídico debe ser instituido y ponderado desde un contexto político social; y como 
límite, en cuanto restringe al legislador a sancionar solo los comportamientos que 
verdaderamente ostentan la potencialidad de dañar o poner en riesgo los bienes jurídicos 
protegidos por la norma, en tanto que al juez, en cada caso en concreto, le corresponde 
verificar si la conducta efectivamente lesiono el bien jurídico, la lesión es un punto de partida 
para seguir ese procedimiento técnico valorativo al momento de determinar judicialmente la 
pena, en armonía con los demás principios como son el principio de proporcionalidad, 
humanidad de las penas, etc. Ahora bien, dentro del cuerpo normativo penal se encuentran 
otros mecanismos legales que permiten determinar la pena legal, indican que el proceso de 
determinar judicialmente la pena, se tiene al sistema de tercios, para poder dividir la pena 
abstracta; luego es la aplicación de los principios. Aunado a ello, En base a sus experiencias 
en el sistema de justicia, son de la opinión que es importante tener en consideración que el 
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sistema de tercios incide positivamente porque permite predecir la pena a través de los 
diversos controles que se pueden presentar; es decir, si una pena es elevada y sin sustento 
cabe la posibilidad de que se ejerza el control respecto en la audiencia de control de 
acusación (o en una virtual audiencia de terminación anticipada), teniendo en consideración 
que esta se debe sujetar a los criterios que rigen esta determinación siendo vital la labor de 
la defensa, así como control de oficio que pueda ejercer el juez de investigación preparatoria. 
Saavedra (2019) indica que, el Código Penal taxativamente prevé los presupuestos de 
atenuación y agravación para determinar e individualizar la pena. Asimismo, considera que 
los tercios no es el mejor mecanismo, pues antes de la incorporación de este sistema, ya 
existía la regulación de la pena con un mínimo y un máximo, con presupuestos legales bien 
definidos, y los casos en los que proceden la pena por debajo del mínimo legal. 
La lesión de un bien jurídico protegido es importante para determinar la pena dado que se 
debe acreditar el perjuicio que se pretende sancionar; asimismo, existe otro mecanismo como 
el sistema de tercios la cual acoge el sistema legal peruano; siendo este más efectivo si se 
analiza de manera conjunta con el principio de lesividad. 
En suma, de las entrevistas realizadas también se busca respuestas al planteamiento del 
segundo objetivo específico que viene a ser “Determinar de qué manera la puesta en peligro 
de un bien jurídico influye para la determinación de la pena legal, en el distrito fiscal de 
Lima Norte, 2018”, para lo cual los expertos respondieron a las siguientes preguntas: 
1. ¿De qué manera la puesta en peligro de un bien jurídico influye para la determinación 
de la pena legal? 2. ¿Cuáles son las diferencias que existe entre la puesta en peligro 
de un bien jurídico y la tentativa? 3. Desde su perspectiva ¿Cómo las circunstancias 
privilegiadas reguladas en el Código Penal podrían adecuarse a la puesta en peligro 
de un bien jurídico para la determinación de la pena legal? 
Gallegos y Espíritu (2019) en relación al citado objetivo señalan que por supuesto que la 
puesta en peligro de bienes jurídicos influyen al momento de determinarse la pena legal en 
un caso en concreto ya que tal aspecto jurídico integra el Principio de Lesividad, el mismo 
que por cierto contribuye a legitimar el poder sancionador del Estado, a fin de que la 
intervención penal solo resulte tolerable cuando sea estrictamente necesaria e inevitable para 
la protección de los bienes jurídicos constitucionalmente relevantes;. Respecto a las 
diferencias que pueden encontrarse entre la tentativa y la puesta en peligro sostienen que, en 
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la tentativa, el agente da comienzo a la ejecución del delito que comete sin consumarlo; 
además, el juez reprime la tentativa disminuyendo prudencialmente la pena, debido a que 
esta figura jurídica es una forma imperfecta de la realización del delito, se sanciona porque 
existe un peligro para el bien jurídico. Asimismo, el Código Penal en su parte general, al 
momento de regular la tentativa en su artículo 16°, funciona como una circunstancia 
privilegiada que permite reducir la pena prudencialmente, habiendo un vacío en los casos 
que se haya impuesto una pena ínfima, cuando no se sustenta en el extremo de puesta en 
peligro de bienes jurídicos, que obedece al principio de lesividad. 
En otro extremo, Saavedra y Rosales (2019), han referido que las puestas en peligro de 
influyen para graduar la pena, ya que constituye una circunstancia atenuante. Respecto a las 
diferencias que puedan encontrarse con la tentativa, sostienen que teniéndose en cuenta que 
en los delitos de peligro abstracto no se concibe la tentativa; en los delitos de lesión o de 
resultado, estimo que parcialmente no se aprecia diferencia, por cuanto la tentativa implica 
la puesta en peligro del bien jurídico, empero la tentativa presenta un concepto más amplio. 
Finalmente, alegan que el principio de lesividad con la puesta en peligro, se convertiría en 
una atenuante que le permitirá al juzgador bajar prudencialmente la pena. 
La puesta en peligro de un bien jurídico protegido, siendo un hito enmarcado dentro del 
Principio de Lesividad; asimismo, la tentativa se diferencia de los delitos de peligro 
abstracto, puesto que estos sí tienen una fase de consumación; finalmente, la forma más 
adecuada de equiparse tal institución jurídica es mediante la tentativa. 
Descripción de las guías de análisis documental. 
En este acápite del trabajo de investigación, se tratará de describir las fuentes descubiertas 
que guardan estrecha relación con los objetivos de la investigación, lo cual se detallara en 
los párrafos siguientes. 
Como objetivo general “Establecer de qué manera el principio de lesividad influye para la 
determinación de la pena legal, en el distrito fiscal de Lima Norte, 2018”. 
Como objetivo específico 1 “Identificar de qué manera la lesión de un bien jurídico es 
importante para la determinación de la pena legal, en el distrito fiscal de Lima Norte, 
2018”. 
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Como objetivo específico 2 “Determinar de qué manera la puesta en peligro de un bien 
jurídico influye para la determinación de la pena legal, en el distrito fiscal de Lima Norte, 
2018” 
Obra el artículo 2° de la Ley 30076, la misma que incorpora dentro del Código Penal el 
artículo 45-A, que a su vez regula la individualización de la pena mediante el sistema de 
tercios, de cuyo análisis Se establece nuevos mecanismo legales para que el juzgador 
fundamente sus sentencias condenatorias, en base a un sistema de tercios, la cual 
objetivamente consiste en segmentar el rango de la pena en tres partes, valorando la 
concurrencia de circunstancias atenuantes y circunstancias agravantes según sea el caso 
concreto, a efectos de individualizar la pena. Por lo que se concluye, La incorporación del 
sistema de tercios dentro del código penal interpretada de forma sistemática con los 
principios rectores del Derecho Penal como el Principio de Lesividad, da como consecuencia 
la concepción de una pena más objetiva. 
Asimismo, se tiene la descripción del fundamento séptimo del Acuerdo Plenario 01-
2008/CJ-116, de cuyo análisis se desprende que la jurisprudencia nacional señala como 
principios rectores la determinación de la pena a los principios de Lesividad, Culpabilidad y 
Proporcionalidad; sin embargo, ello debería ser interpretado sistemáticamente con los 
nuevos mecanismos que ofrece el código penal en cuanto a la determinación de la pena. De 
lo cual se concluye, el principio de lesividad influye en la motivación de sentencias en cuanto 
a la determinación de la pena, empero, ello debería estar sistemáticamente interpretado con 
otros mecanismos legales, así como con los mismos rangos de sanción de cada tipo penal.   
Para finalizar, también se tiene reseñado el fundamento decimo de la sentencia 4695-2013 
de la Segunda Sala Penal de Reos en Cárcel, de cuyo análisis se colige que en el caso 
desarrollado en la sentencia versa sobre la comisión del delito de homicidio calificado, cuya 
consecuencia jurídica no puede ser menor de quince años de pena privativa de libertad; no 
obstante, el juzgador impone trece años de pena efectiva, cuando no ha obrado circunstancia 
privilegiada que permita al colegiado imponer una pena por debajo del mínimo legal. En ese 
sentido, se concluye que, pese a que los delitos comprendidos en la parte especial norman el 
rango de pena, ello no se estaría aplicando en la práctica de determinación de la pena, que, 
si bien se habría invocado a los principios rectores, pues su uso como único fundamento trae 
como consecuencia una falta de motivación en las sentencias. 
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IV. DISCUSIÓN 
Una vez recopilado los resultados a lo largo de la investigación, corresponde llevar a cabo 
la discusión respecto a cada objetivo planteado. 
Siendo ello así, se desprende del objetivo general: Establecer de manera que el Principio de 
Lesividad influye para determinar la pena legal. 
Que, de los resultados obtenidos en los instrumentos de recolección de datos de la guía de 
entrevista y la guía de análisis de fuente documental respecto al objetico general se puede 
determinar que los entrevistados especialistas en derecho Penal como  Espíritu y Ocaña; 
señalan que el principio de lesividad viene a ser fundamental para determinar la pena legal, 
siendo su regulación dentro del Código Penal como aquella que marca los alcances que los 
operadores jurídicos deben tener en consideración para la imposición de penas tal como la 
lesión o la puesta en peligro de bienes jurídicos; del mismo modo, los magistrados 
integrantes de la Sala Penal , en su considerando séptimo del Acuerdo Plenario 01-2008/CJ-
116 resuelven pronunciándose que el Principio de Lesividad al igual que otros principios 
comprendidos en el Título Preliminar del Código Penal, deben ser invocados en las 
sentencias judiciales para la determinación de la pena. 
Al respecto, en la doctrina de García Pablo de Molina, (2000, p. 365), manifiesta que el 
Principio de Lesividad responde a la voluntad Estatal de castigar ciertas conductas que no 
permitan la convivencia social en paz de los ciudadanos miembros de la Sociedad, habiendo 
en tales casos la lesión de bienes jurídicos o la puesta en peligro de tales; asimismo, en esa 
línea de ideas, Llamacuri, I. (2017), en su investigación titulada Determinación de la pena 
conforme a la Ley Nº 30076, que incorporó el artículo 45-A en el Código Penal Corte 
Superior de Lima 2017, este explica que pese a que existen métodos como determinar la 
pena adecuadamente, pues este no se aplica correctamente o en su defecto no se aplica, 
trayendo como consecuencia falta de motivación en las sentencias; además, los mismos 
operadores jurídicos desconocen la aplicación del sistema de tercios para poder determinar 
la pena, lo cual genera incursión en error, vulnerando de ese modo los derechos del imputado 
a tener una pena justa. 
Entonces, para la mayoría de los entrevistados el principio de lesividad influye para 
determinar la pena legal en distrito fiscal de Lima Norte, presentando problemas al momento 
de su aplicación por no fundamentarla mediante el sistema de tercios así como, lo señalan 
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los magistrados especializados de la Sala Penal del Distrito Judicial de Lima en su  
jurisprudencia, tal como se advierte en la fuente documental materia de análisis que aborda 
el presente estudio, lo que significa que el principio de lesividad a diferencia de otros 
principios, debe ser necesariamente mencionada como fundamento para imponer una 
sanción penal conforme señala en su doctrina García Pablo de Molina haciendo hincapié a 
que solo pueden sancionarse penalmente aquellos casos relevantes para el Derecho Penal, 
debiendo saberse la existencia de una lesión o la puesta en peligro de bienes jurídicos, hecho 
que también ha sido estudiado por Llamacuri, quien concluye precisando que mucho de los 
operadores jurídicos desconocen la correcta aplicación del sistema de tercios como 
mecanismo objetivo para determinar la pena legal, lo cual genera vulneración a los derechos 
del imputado en cuanto a la obtención de una pena adecuada, la misma que debe obedecer a 
los ideales de justicia. 
En lo que respecta al objetivo específico 01: Identificar de qué manera la lesión de un bien 
jurídico es importante para determinar la pena legal. 
Que, de los resultados colegidos de los instrumentos de recolección de datos, tales como la 
guía de entrevista y la guía de análisis de fuente documental, se puede señalar que los 
entrevistados especialistas en Derecho Penal como el Dr. Romero y Espíritu, refieren que la 
acreditación de la lesión de un bien jurídico protegido es fundamental para determinar la 
pena legal, siendo este parte del Principio de Lesividad, teniendo en cuenta que su 
interpretación debe ser sistematizada con la incorporación del sistema de tercios, 
permitiendo así la imposición de una pena más objetiva; del mismo modo, el artículo 2 de la 
Ley 30076, que incorpora posteriormente al acuerdo plenario del 2008, la puesta en vigencia 
del sistema de tercios, siendo este un mecanismo más idóneo para determinar la pena, 
debiendo estar presente en las motivaciones judiciales. 
Según lo recabado en la investigación, como doctrina se ha elegido la referida por Celis, F. 
(2019), quien manifiesta que si bien se acoge a lo señalado por el artículo 45° del Código 
Penal, que regula las circunstancias que debe valorar el juzgador para determinar la pena, es 
cierto que estas circunstancias deben respetar los límites legales que señalan los tipos 
penales; en ese sentido, Castañeda, M. (2016) en su tesis titulada El principio de seguridad 
jurídica en la determinación de la pena en las circunstancias atenuantes privilegiadas del 
código penal peruano, se dilucida que el juez al tener la potestad discrecional de imponer 
una sanción jurídica puede contravenir el principio de seguridad jurídica. 
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Se comprende de los resultados, los entrevistados han indicado que la lesión del bien jurídico 
es importante para determinar la pena legal, siendo que este es un parámetro que señala el 
principio de lesividad, estando a que también debe actuar en conjunto con el sistema de 
tercios y el rango legal que señalan los tipos penales que se encuentran reseñados en la parte 
especial del código sustantivo, ello también se encuentra sustentado mediante la ley 30076, 
donde se pone en vigencia el sistema de tercios, cuya finalidad pretende obtener una pena 
más objetiva; en ese orden de ideas, bien señala Celis que la norma contenida en el artículo 
45ª del C.P. Son criterios a valorar por parte del juzgador, empero, respetando los límites 
legales, ello al ser investigado se puede comprender que la sola aplicación de estas 
circunstancias a valorar no responde a una aplicación adecuada del Derecho pudiendo 
vulnerar incluso el principio de seguridad jurídica, convirtiendo la labor jurisdiccional 
muchas veces en arbitraria. 
Finalmente, se tiene del objetivo específico 02: Determinar de qué manera la puesta en 
peligro del bien jurídico influye para determinar la pena legal. 
Que, por obtenidos los resultados desprendidos de la recolección de datos de la guía de 
entrevista y la guía de análisis documental, se aprecia que los entrevistados especialistas en 
Derecho Penal como el Dr. Gallegos y Espíritu, han indicado que la puesta en peligro es 
importante para determinar la pena porque esta reduce prudencialmente la sanción al 
encontrarse estructurada dentro del sistema jurídico peruano como la institución penal 
conocida como tentativa; del mismo modo, se tiene como ejemplo la sentencia comprendida 
en el caso 4695-2013, donde se ejemplifica que pese a la ausencia de tentativa o la puesta en 
peligro de bienes jurídicos, se redujo la pena prudencialmente, lo cual responde a una 
irregularidad de aplicación normativa penal. 
A nivel doctrinario se tiene lo señalado por Prado, V. (2018), quien manifiesta que las 
circunstancias privilegiadas no deben ser adoptadas dentro del sistema legal como 
atenuantes, sino que estas solo tienen el efecto de disminuir la pena prudencialmente; en esa 
línea de criterio, Diaz, K. (2017) en su tesis titulada Necesidad de clasificar las atenuantes 
privilegiadas para una correcta determinación judicial de la pena, se puede entender que en 
el código penal tales circunstancias privilegiadas se encuentran dispersas dentro del referido 
cuerpo normativo, siendo una de estas la tentativa o la puesta en peligro de bienes jurídicos, 
confundiéndola muchas veces como una atenuante. 
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Se ha obtenido de los entrevistados, que la puesta en peligro del bien jurídico es importante 
para determinar la pena legal, esta actúa como tentativa y es en consecuencia de ello que se 
reduce prudencialmente la pena, en ese caso también debe aplicarse el sistema de tercios 
siendo a discrecionalidad del juzgador reducir prudencialmente la pena, situación que no 
ocurre en la sentencia 5695-2013, donde se reduce la pena sin concurrencia de circunstancia 
privilegiada alguna, se sabe por doctrina que la tentativa debe diferenciarse de los delitos de 
peligros abstractos por cuanto estos vienen a ser una excepción a la norma, siendo que la 
tentativa solo debe ser tratada como una circunstancia privilegiada, siendo ello así, el 
investigador Díaz ha señalado que es necesario clasificar tales circunstancias privilegiadas 
dentro del Código Penal a efectos de no confundir criterios entre los operadores jurídicos.  
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V. CONCLUSIONES 
Luego de haber realizado la investigación correspondiente ante el problema propuesto, se 
tiene las siguientes conclusiones: 
PRIMERO. - El Principio de Lesividad influye en gran medida para determinar la pena legal, 
toda vez que de su interpretación se desprende que ante una conducta delictiva corresponde 
una sanción jurídica; no obstante, este fundamento no se ve complementado con otros 
parámetros que garantizan la obtención de una pena adecuada. De los resultados obtenidos 
se puede inferir que, si bien el Principio de Lesividad es un principio rector para la 
determinación de la pena, su sola invocación puede convertir la actuación del órgano 
jurisdiccional en arbitraria. 
SEGUNDO. - La lesión de un bien jurídico protegido es importante para determinar la pena 
legal, ello en medida de que tan gravosa fue la lesión, aunque mucho de los operadores 
jurídicos al conocer la gravedad de la conducta antijurídica, no aplican adecuadamente el 
sistema de tercios como lo establece el artículo 45-A° del Código Penal. Se puede colegir de 
los resultados que la lesión del bien jurídico y las circunstancias atenuantes como agravantes, 
dan como resultado una pena legal. 
TERCERO. - La puesta en peligro del bien jurídico influye para determinar la pena legal, en 
la medida de que tan riesgoso fue la conducta delictiva, aunado a ello, esta debe a adecuarse 
dentro de la normatividad como una circunstancia privilegiada que permite reducir la pena 
prudencialmente por debajo del mínimo legal, como es el caso especial de la tentativa. De 
los resultados se ha obtenido que a pesar que en los casos no obran circunstancias 
privilegiadas, se reduce a los imputados prudencialmente la pena. 
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VI. RECOMENDACIONES 
A bien corresponde que los operadores jurídicos y ciudadanos en general impulsen las 
siguientes recomendaciones, ello a combatir las deficiencias que se han advertido de la labor 
judicial. 
PRIMERO. – Se recomienda, a los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia del Perú 
deben plantear nueva jurisprudencia vinculante que adopte criterios que debe tomar el juez 
para la imposición de penas adecuadas de acuerdo a los dispositivos legales, toda vez que el 
Principio de Lesividad no puede ser único fundamento para la actuación judicial en lo que 
respecta para determinar la pena, hecho que ha sucedido a mérito del Acuerdo Plenario 01-
2008. 
SEGUNDO. - Asimismo, debe generarse la proyección de resoluciones internas a nivel de 
Fiscalía y Poder Judicial para la aplicación adecuada del sistema de tercios, ello en 
coordinación de la Fiscal de la Nación con el Presidente de la Corte Suprema de Justicia de 
Perú, debido a que si bien es importante valorar la gravedad de la lesión a razón de la 
conducta del sujeto activo para determinar la pena, pues también es importante valorar las 
circunstancias que atañen al evento delictivo, tal como lo regula el artículo 45-Aº del Código 
Penal. 
TERCERO. - Finalmente, es recomendable modificar el Código Penal y por tanto debe el 
Congreso de la República presentar una iniciativa legislativa, además de debatir y aprobar 
para su puesta en vigencia, en lo que respecta a la tentativa como circunstancia privilegiada 
para la reducción prudencial de la pena, la cual debe ser expresada como la puesta en peligro 
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 Anexo 1: MATRIZ DE CONSISTENCIA PARA ELABORACIÓN DE PROYECTO 
DE INVESTIGACIÓN  




“El Principio de Lesividad y la determinación de la pena legal, en el distrito fiscal de 




¿De qué manera el Principio de Lesividad influye para la 




¿De qué manera la lesión de un bien jurídico influye para la 




¿De qué manera la puesta en peligro de un bien jurídico influye 
para la determinación de la pena legal, en el distrito fiscal de 
Lima Norte, 2018? 
OBJETIVOS 
Objetivo General 
Establecer de qué manera el principio de lesividad influye para 




Identificar de qué manera la lesión de un bien jurídico es 
importante para la determinación de la pena legal, en el distrito 




Determinar de qué manera la puesta en peligro de un bien jurídico 
influye para la determinación de la pena legal, en el distrito fiscal 
de Lima Norte, 2018. 
SUPUESTOS JURÍDICOS 
Supuesto General 
El Principio de Lesividad estaría influenciando en gran medida 
para determinar la pena legal, toda vez que de su interpretación 




La lesión de un bien jurídico protegido serviría para poder 
determinar la pena legal en medida de la gravedad del resultado 
como consecuencia de una conducta. 
Supuesto 
Específico 2 
La puesta en peligro de un bien jurídico protegido influenciaría 
al momento de determinar la pena al momento de valorar el 
riesgo en el cual haya podido ser afectado el bien. 
Categorización 
 
Categoría 1: Principio de lesividad 
Subcategoría 1: La Lesión. 
Subcategoría 2: La Puesta en Peligro. 
Categoría 2: Determinación de la Pena Legal 
Subcategoría 1: Sistema de Tercios. 




- Enfoque: Cualitativo 
- Diseño: Teoría Fundamentada 
- Tipo de investigación: Básica  
- Nivel de la investigación: Descriptivo, explicativo, 
correlacional e inductivo. 
Escenario de 
Estudio  
- Población: Distrito Fiscal de Lima Norte 
- Muestra: 6 Fiscales, 2 abogados especialista en Derecho 
Penal y 2 Jueces.  
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Plan de análisis y 
trayectoria 
metodológica  
- Técnica e instrumento de recolección de datos  
 Técnica: Recolección de datos de la entrevista y 
recolección de datos del análisis de documentos 















































Anexo 3: Instrumento de Recolección de datos 
Anexo 3.1.: Instrumento de entrevista 
ENTREVISTA A FISCALES DEL DISTRITO FISCAL DE LIMA NORTE 
FICHAS DE ENTREVISTA 
 
Título: “El principio de lesividad y la determinación de la pena legal, en el distrito 
fiscal de Lima Norte, 2018” 
Entrevistado: ………………………………………………………………………..……. 
Cargo/ Profesión/ Grado Académico: …………………………………………………… 
Lugar: ……………………………Fecha: …………………Duración: ………………… 
 
OBJETIVO GENERAL 
1. ¿De qué manera el Principio de Lesividad influye para la determinación de la 








2. A su parecer ¿Qué problemas se presentan en la aplicación del principio de 








3. De acuerdo a su experiencia profesional ¿Cuáles son los alcances más relevantes 








Establecer de qué manera el principio de lesividad influye para la determinación de la 
pena legal, en el distrito fiscal de Lima Norte, 2018. 
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OBJETIVO ESPECÍFICO 1 
 
 
4. ¿De qué manera la lesión de un bien jurídico es importante para la 








5.  A su parecer ¿Existen otros mecanismos legales que permita determinar la 








6. De acuerdo a su experiencia profesional ¿Cómo el sistema de tercios resultaría 


















Identificar de qué manera la lesión de un bien jurídico es importante para la 








7. ¿De qué manera la puesta en peligro de un bien jurídico influye para la 








8. ¿Cuáles son las diferencias que existe entre la puesta en peligro de un bien 








9. Desde su perspectiva ¿Cómo las circunstancias privilegiadas reguladas en el 
Código Penal podrían adecuarse a la puesta en peligro de un bien jurídico para 









                                                                                                             
___________________________   ____________________________                                                       




Determinar de qué manera la puesta en peligro de un bien jurídico influye para la 












































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































Anexo 3.2.: Instrumento de análisis documental 
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